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T	E	M	A	R	I	O

PARTE I. ORGANIZACIÓN PÚBLICA Y DERECHO ADMINISTRATIVO

Tema 1.- La Constitución española (I). España como Estado Social y Democrático de Derecho y los valores

superiores del ordenamiento jurídico. Los derechos y deberes fundamentales: Título I de la Constitución

española (excluido el capítulo tercero). El Tribunal Constitucional: Título IX de la Constitución española.

La reforma constitucional: Título X de la Constitución española.

Tema 2.- La Constitución española (II). El Estado español como Monarquía parlamentaria. La Corona:

Título II de la Constitución española. Las Cortes Generales: capítulo primero del Título III de la

Constitución española. El Gobierno y la Administración: Título IV de la Constitución española. El Poder

Judicial: Título VI de la Constitución española.

Tema 3.- La Constitución española (III). El Estado español como Estado compuesto. La organización

territorial del Estado: Título VIII de la Constitución española.

Tema 4.- El Estatuto de Autonomía para Andalucía. La organización institucional de la Comunidad

Autónoma: capítulos I, III, IV, VI y VII del Título IV del Estatuto de Autonomía. La organización territorial

de la Comunidad Autónoma: Título III del Estatuto de Autonomía.

Tema 5.- La Unión Europea. Relación de Estados miembros de la UE. Los valores y objetivos en que se

fundamenta la UE: artículos 2 y 3 del Tratado de la UE. La libre circulación de mercancías, personas,

servicios y capitales: artículos 28, 45, 49, 56 y 63 del Tratado de Funcionamiento de la UE. Principales

instituciones de la UE: Parlamento Europeo: artículo 14 del Tratado de la UE; Consejo Europeo: artículo

15 del Tratado de la UE; Consejo: artículo 16 del Tratado de la UE; La Comisión Europea: artículo 17 del

Tratado de la UE; el Tribunal de Justicia de la UE: artículo 19 del Tratado de la UE.

Tema 6.- La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL). Disposiciones

generales: artículos 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de la LBRL. El municipio: concepto, territorio y población: artículos 11,

12, 15, 16, 17 y 18 de la LBRL. Competencias del municipio: artículos 7, 25, 26 y 27 de la LBRL. La

provincia: concepto y competencias: artículos 31 y 36.1 de la LBRL. El régimen de organización de los

municipios de gran población: Título X de la LBRL.

Tema 7.- La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las

Administraciones Públicas (I). Disposiciones generales. Objeto y ámbito de aplicación (artículos 1 y 2).

Interesado en el procedimiento administrativo y representación (artículos 4 y 5). Derechos de las personas

en sus relaciones con las Administraciones Públicas (artículo 13). Derecho y obligación de relacionarse

electrónicamente con las Administraciones Públicas (artículo 14). Registros (artículo 16). Archivo de

documentos (artículo 17). Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas

(artículo 27). Documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo (artículo 28).

Términos y plazos (artículos 29 a 33, ambos inclusive).



Tema 8.- La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las

Administraciones Públicas (II). Los actos administrativos. Motivación (artículo 35). Efectos (artículo 39).

Notificación (artículos 40 a 46, ambos inclusive). Nulidad de pleno derecho (artículo 47). Anulabilidad

(artículo 48). Procedimiento administrativo: derechos de los interesados en el procedimiento

administrativo (artículo 53) y ordenación del procedimiento (artículos 70 a 74).

Tema 9.- La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las

Administraciones Públicas (III). Los recursos administrativos: Principios generales (artículos 112 a 120).

Recurso de alzada: objeto y plazos (artículos 121 y 122). Recurso potestativo de reposición: objeto y

naturaleza y plazos (artículos 123 y 124). Recurso extraordinario de revisión: objeto y plazos y resolución

(artículos 125 y 126).

Tema 10.- La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de

los derechos digitales. Objeto y ámbito de aplicación (artículos 1 a 3). Principios de protección de datos

(artículos 4 al 10, ambos inclusive). Derechos de las personas (artículos 11 a 18, ambos inclusive). Garantía

de los derechos digitales (artículos 79 a 97).

Tema 11.- La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Objeto, ámbito de

aplicación y principios generales (artículos 1 a 4). Órganos administrativos (artículo 5). Competencia:

delegación y avocación, encomienda de gestión, delegación de firma y suplencia (artículos 8 a 13, ambos

inclusive). Órganos colegiados: funcionamiento (artículos 15 a 18). Abstención y recusación (artículos 23

y 24). Principios de la potestad sancionadora (artículos 25 a 31). Principios de la responsabilidad

patrimonial de las Administraciones Públicas (artículo 32).

Tema 12.- Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen

gobierno. Objeto y ámbito subjetivo de aplicación (artículos 1 a 4, ambos inclusive). Publicidad activa:

principios generales (artículo 5); información institucional, organizativa y de planificación (artículo 6);

e información económica, presupuestaria y estadística (artículo 8). Derecho de acceso a la información

pública: régimen general, ejercicio del derecho y formalización del acceso (artículos 12 al 20, ambos

inclusive, y artículo 22).

Tema 13.- La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Objeto y finalidad (artículos

1 a 3, ambos inclusive). Delimitación de los tipos contractuales (artículos 12 a 18, ambos inclusive).

Contratos sujetos a una regulación armonizada (artículos 21 a 23, ambos inclusive). Contratos

administrativos y contratos privados (artículos 24 a 27, ambos inclusive).

Tema 14.- Organización y funcionamiento del Ayuntamiento de Sevilla. El alcalde: funciones y

competencias susceptibles de delegación. Los tenientes de alcalde. Áreas y delegaciones del ayuntamiento

de Sevilla. La junta de gobierno local: competencias y posibilidad de delegación. La división territorial de

Sevilla: los distritos y las juntas municipales de distrito. La administración instrumental del Ayuntamiento

de Sevilla. Organismos autónomos. Entidades públicas empresariales y empresas públicas.



Tema 15.- El personal al servicio de las entidades locales (I). Normativa aplicable a los funcionarios locales:

artículo 3 del texto refundido del EBEP, artículo 92 de la Ley de Bases del Régimen Local, artículo 3.1.d)

de la Ley de la Función Pública de Andalucía. Normativa aplicable al personal laboral (artículo 7 del texto

refundido del EBEP). Concepto y clases de empleados públicos: artículo 8 a 12, ambos inclusive, del texto

refundido del EBEP. Derechos y deberes de los empleados públicos: artículos 14, 15, 52, 53 y 54 del texto

refundido del EBEP. Selección de los empleados públicos locales: artículos 55, 56, 60 y 61 del texto

refundido del EBEP; artículos 91, 97 y 100 de la Ley de Bases del Régimen Local; artículos 133, 134, 169,

171 y 172 del Real Decreto Legislativo 781/1986; y Real Decreto 896/1991.

Tema 16.- El personal al servicio de las entidades locales (II). Derechos retributivos: Capítulo III del Título

III del texto refundido del EBEP. Derecho a la negociación colectiva: materias objeto de negociación:

artículo 37 del texto refundido del EBEP. Provisión de puestos de trabajo y movilidad: Capítulo III del

Título V del texto refundido del EBEP. Situaciones administrativas de los funcionarios públicos y su posible

aplicación al personal laboral: Título VI del texto refundido del EBEP. Régimen disciplinario: Título VII del

texto refundido del EBEP.

Tema 17.- La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Objeto

y ámbito de aplicación (Título Preliminar). El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

(Título I). Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la igualdad (artículos

45 a 49, ambos inclusive). Criterios de actuación de las Administraciones Públicas (artículo 51). Principales

medidas contempladas en el Plan para la Igualdad de oportunidades del ayuntamiento de Sevilla. La Ley

Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Objeto y principios rectores (artículos 1 y 2). Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género a

la información, a la asistencia social integrada y a la asistencia jurídica gratuita (artículos 17 a 20, ambos

inclusive). Derechos de las funcionarias públicas (artículos 24 a 26, ambos inclusive).

Tema 18.- El Presupuesto Municipal: contenido y aprobación (artículos 162 a 171, ambos inclusive, del

texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales). La ejecución del presupuesto (artículos 183

a 189, ambos inclusive, del texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales).

PARTE II. OFIMÁTICA

Tema 19.- Informática básica: conceptos fundamentales sobre el hardware y el software. Sistemas de

almacenamiento de datos. Sistemas operativos. Nociones básicas de seguridad informática.

Tema 20.- Introducción al sistema operativo: el entorno Windows. Fundamentos. Trabajo en el entorno

gráfico de Windows: ventanas, iconos, menús contextuales, cuadros de diálogo. El escritorio y sus

elementos. El menú de inicio. Cortana.

Tema 21.- El explorador de Windows. Gestión de carpetas y archivos. Operaciones de búsqueda.

Herramientas “Este equipo” y “Acceso rápido”. Accesorios. Herramientas del sistema.



Tema 22.- Procesadores de texto: Word 2021. Principales funciones y utilidades. Creación y estructuración

del documento. Gestión, grabación, recuperación e impresión de ficheros. Personalización del entorno de

trabajo.

Tema 23.- Hojas de cálculo: Excel 2021. Principales funciones y utilidades. Libros, hojas y celdas.

Configuración. Introducción y edición de datos. Fórmulas y funciones. Gráficos. Gestión de datos.

Personalización del entorno de trabajo.

Tema 24.- Bases de datos: Access 2021. Principales funciones y utilidades. Tablas. Consultas. Formularios.

Informes. Relaciones. Importación, vinculación y exportación de datos.

Tema 25.- Correo electrónico: Outlook 2021. Conceptos elementales y funcionamiento. El entorno de

trabajo. Enviar, recibir, responder y reenviar mensajes. Creación de mensajes. Reglas de mensaje. Libreta

de direcciones.

Tema 26.- La Red Internet: origen, evolución y estado actual. Conceptos elementales sobre protocolos y

servicios en Internet. Funcionalidades básicas de los navegadores web”.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	(I).	ESPAÑA	COMO	ESTADO	SOCIAL
Y	DEMOCRÁTICO	DE	DERECHO	Y	LOS	VALORES	SUPERIORES	DEL	ORDENAMIENTO

JURÍDICO.	LOS	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES.	EL	TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL.	LA	REFORMA	CONSTITUCIONAL.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978

1.1.- INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez cerrado el texto de la Constitución por las Cortes Generales el 31 de octubre de 1978, mediante Real
Decreto 2550/1978 se convocó el Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo
lugar el 6 de diciembre siguiente. Se llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978.
El Proyecto fue aprobado por el 87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.2.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la II Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos y de diferentes Tratados de Derecho Internacional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	(II).	EL	ESTADO	ESPAÑOL	COMO
MONARQUÍA	PARLAMENTARIA.	LA	CORONA.	LAS	CORTES	GENERALES.

EL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN.	EL	PODER	JUDICIAL.

1.‐	LA	CORONA

El artículo 1.3 de la Constitución establece que la forma política del Estado español es la Monarquía Parla-
mentaria. Esta definición implica que el Rey, aún cuando ostenta el cargo de Jefe del Estado, está sometido
al Parlamento, siéndole de aplicación la máxima de que “El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”. En desarrollo de lo
dispuesto en el mencionado artículo 1.3, el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65) se encabeza con el
enunciado  “De	la	Corona” que es el nombre clásico para indicar el conjunto de prerrogativas y funciones que
corresponden a la Monarquía, personalizada en el Rey.

La Corona, término adoptado del constitucionalismo comparado, es la denominación específica que en
España se le ha dado a un órgano constitucional: la Jefatura del Estado. Este órgano constitucional es, pues,
un órgano del Estado cuyo titular es el Rey y al que se le atribuyen funciones propias y diferenciadas de las
del resto de los poderes del Estado.

La Corona está regulada en el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65), con el contenido siguiente.

CARACTERÍSTICAS.- El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el
funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las
relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las
funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrenda-
dos en la forma establecida en la Constitución, careciendo de validez sin dicho refrendo (salvo lo dispues-
to sobre distribución del presupuesto para el sostenimiento de su Familia y Casa, y el nombramiento y
cese de los miembros civiles y militares de la Casa Real, pues se trata de actos que serán realizados
libremente por el Rey).

SUCESIÓN.- La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón,
legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogeni-
tura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el
grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona
de más edad a la de menos.

El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de
la Corona de España.
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TEMA	3.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	(III).	EL	ESTADO	ESPAÑOL
COMO	ESTADO	COMPUESTO.	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución de 1978 reconoció y garantizó el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones
que integran la nación española y la solidaridad entre todas ellas. El desarrollo de las previsiones constitucio-
nales ha conducido a una profunda transformación de la organización territorial del Estado, mediante la
creación de las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, con el consiguiente
proceso de redistribución del poder político y administrativo entre las instancias centrales y las autonómicas.
El resultado de este proceso ha convertido a España en uno de los países más descentralizados de Europa.

Cada Comunidad Autónoma tiene su Estatuto de Autonomía, aprobado por ley orgánica, que es la norma
institucional básica de la Comunidad, reguladora de aspectos esenciales como la organización y el funciona-
miento de su Parlamento y de su Gobierno, las competencias que la Comunidad asume, su Administración,
las señas de identidad y los hechos diferenciales tales como la lengua o el derecho civil y las relaciones con
el Estado y con otras Comunidades Autónomas.

El reparto de competencias entre el Estado y las CC.AA. está basado en la distinción entre las competencias
exclusivas del Estado o de las Comunidades Autónomas, las competencias compartidas entre el Estado y las
Comunidades Autónomas y las competencias concurrentes, en las cuales tanto el Estado como las Comunida-
des Autónomas pueden intervenir. Las competencias exclusivas comprenden la potestad legislativa y la
capacidad de ejecución, mientras que las competencias compartidas pueden implicar una diferente distribu-
ción de la potestad legislativa y reglamentaria entre Estado y Comunidades Autónomas, las cuales suelen
disponer de la capacidad ejecutiva en estos casos. En caso de que se produzca un conflicto de competencias,
corresponde resolverlo al Tribunal Constitucional, como en otros Estados políticamente descentralizados.

El sistema de gobierno de las Comunidades Autónomas es de naturaleza parlamentaria, siendo sus institucio-
nes básicas el Parlamento, el presidente de la Comunidad y el Gobierno autonómico.

Desde el punto de vista económico y financiero, las Comunidades Autónomas disponen de una gran autono-
mía de gestión, con capacidad para aprobar sus propios presupuestos anuales y para determinar sus recur-
sos propios mediante tributos, tasas y recargos. El sistema general de financiación de las Comunidades
Autónomas, que comprende además los tributos cedidos por el Estado y la participación en los tributos
estatales, se fija de forma multilateral por el Estado y las Comunidades Autónomas, garantizando a través
de diversos mecanismos financieros la solidaridad interterritorial y un nivel mínimo igual en la prestación
de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español. Además, la Comunidad Autónoma del
País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra, disponen, en virtud de su régimen foral, de dos regímenes
particulares: el del Concierto económico, en el caso vasco, y el del Convenio, en el navarro. Por estos regíme-
nes económicos, estas Comunidades acuerdan con el Estado su aportación al sostenimiento del mismo y la
armonización de su propio régimen fiscal con el imperante en el resto del territorio estatal.
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TEMA	4.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	PARA	ANDALUCÍA.	LA	ORGANIZACIÓN
INSTITUCIONAL	DE	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA.	LA	ORGANIZACIÓN

TERRITORIAL	DE	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA.

1.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA

La Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, presenta
la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR
• TÍTULO I. Derechos sociales, deberes y políticas públicas

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. Derechos y deberes
CAPÍTULO III. Principios rectores de las políticas públicas
CAPÍTULO IV. Garantías

• TÍTULO II. Competencias de la Comunidad Autónoma

CAPÍTULO I. Clasificación y principios
CAPÍTULO II. Competencias

• TÍTULO III. Organización territorial de la Comunidad Autónoma
• TÍTULO IV. Organización institucional de la Comunidad Autónoma

CAPÍTULO I. El Parlamento de Andalucía
CAPÍTULO II. Elaboración de las normas
CAPÍTULO III. El Presidente de la Junta
CAPÍTULO IV. El Consejo de Gobierno
CAPÍTULO V. De las relaciones entre el Parlamento y el Consejo de Gobierno
CAPÍTULO VI. Otras instituciones de autogobierno
CAPÍTULO VII. La Administración de la Junta de Andalucía

• TÍTULO V. El Poder Judicial en Andalucía

CAPÍTULO I. El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
CAPÍTULO II. El Consejo de Justicia de Andalucía
CAPÍTULO III. Competencias de la Junta de Andalucía en materia de administración de Justicia
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TEMA	5.‐	LA	UNIÓN	EUROPEA.	RELACIÓN	DE	ESTADOS	MIEMBROS	DE	LA	UE.
LOS	VALORES	Y	OBJETIVOS	EN	QUE	SE	FUNDAMENTA	LA	UE.	LA	LIBRE	CIRCULA‐

CIÓN	DE	MERCANCÍAS,	PERSONAS,	SERVICIOS	Y	CAPITALES.	PRINCIPALES
INSTITUCIONES	DE	LA	UE:	PARLAMENTO	EUROPEO;	CONSEJO	EUROPEO;
CONSEJO;	LA	COMISIÓN	EUROPEA;	EL	TRIBUNAL	DE	JUSTICIA	DE	LA	UE.

1.‐	LA	UNIÓN	EUROPEA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La UE es una asociación económica y política singular de 27 países europeos
(a partir de la culminación del Brexit) que abarcan juntos gran parte del
continente.

La UE se fundó después de la Segunda Guerra Mundial. Sus primeros pasos
consistieron en impulsar la cooperación económica con la idea de que, a
medida que aumenta la interdependencia económica de los países que co-
mercian entre sí, disminuyen las posibilidades de conflicto entre ellos. El
resultado fue la Comunidad Económica Europea (CEE), creada en 1958, que
en principio suponía intensificar la cooperación económica entre seis paí-
ses: Alemania, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo y los Países Bajos. Posteriormente, se creó un gran
mercado único que sigue avanzando hacia el logro de todo su potencial.

Pero lo que comenzó como una unión puramente económica también fue evolucionando hasta llegar a ser
una organización activa en todos los campos, desde la ayuda al desarrollo hasta el medio ambiente. En 1993,
el cambio de nombre de CEE a UE (Unión Europea) no hacía sino reflejar esta transformación.

La UE ha hecho posible medio siglo de paz, estabilidad y prosperidad, ha contribuido a elevar el nivel de vida
y ha creado una moneda única europea. Gracias a la supresión de los controles fronterizos entre los países
de la UE, ahora se puede viajar libremente por la mayor parte del continente. Y también es mucho más fácil
vivir y trabajar en el extranjero dentro de Europa.

La UE se basa en el Estado de Derecho. Esto significa que todas sus actividades se fundamentan en tratados
acordados voluntaria y democráticamente entre todos los Estados miembros. Estos acuerdos vinculantes
establecen los objetivos de la UE en sus numerosos ámbitos de actividad.

Uno de sus principales objetivos es promover los derechos humanos tanto en la propia UE como en el resto
del mundo. Dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos
humanos son sus valores fundamentales. Desde la firma del Tratado de Lisboa en 2009, la Carta de los
Derechos Fundamentales de la UE reúne todos estos derechos en un único documento. Las instituciones de
la UE están jurídicamente obligadas a defenderlos, al igual que los gobiernos nacionales cuando aplican la
legislación de la UE.
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TEMA	6.‐	LA	LEY	7/1985,	REGULADORA	DE	LAS	BASES	DEL	RÉGIMEN	LOCAL
(LBRL).	DISPOSICIONES	GENERALES.	EL	MUNICIPIO:	CONCEPTO,	TERRITORIO
Y	POBLACIÓN.	COMPETENCIAS	DEL	MUNICIPIO.	LA	PROVINCIA:	CONCEPTO

Y	COMPETENCIAS.	EL	RÉGIMEN	DE	ORGANIZACIÓN	DE	LOS
MUNICIPIOS	DE	GRAN	POBLACIÓN.

1.‐	INTRODUCCIÓN

La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, es el texto legal con el que el Estado
da respuesta a la regulación de las bases sobre el régimen local que se prevé en la Constitución. Sus caracte-
rísticas fundamentales son:

-En su aspecto formal, se trata de una ley ordinaria, pero de una ley ordinaria“especial” por la importan-
cia de su contenido para las entidades locales constitucionalmente reconocidas.

-Es una “ley básica”, no en el sentido de las leyes de bases a las que alude el artículo 82 de la CE, que
implica una delegación legislativa y precisan de una articulación posterior por parte del propio Estado,
sino en la línea prevista en el artículo149.1.18 de la CE, en que la ley estatal fija las bases o “directrices
fundamentales”relativas a las materias allí enumeradas. Bases susceptibles de desarrollo legislativo, a
cargo del Estado o de la comunidad autónoma según las materias. Las consecuencias que se derivan de
este carácter de ley básica son principalmente dos: por un lado, la legislación autonómica no podrá
vulnerar dichas bases; pero, por otro, las bases no podrán descender a detalles o pormenores impropios
de su naturaleza de tales, ya que eso supondría una traba para la facultad legislativa de desarrollo
reconocida a las comunidades autónomas.

-Es una ley delegante según lo dispuesto en el artículo 82.2 de la CE, puesto que autoriza al gobierno de
la nación para refundir en el plazo de un año las disposiciones legales vigentes de acuerdo con lo dispues-
to en la disposición derogatoria de la Ley.

-Cumple adicionalmente una función de “ley marco”, en relación con las competencias legislativas o de
desarrollo de la legislación estatal sobre régimen local, eventualmente asumidas por las comunidades
autónomas de estatuto ordinario.

La Ley 7/1985 es por tanto una ley compleja en su composición final y en ella se pueden diferenciar dos
grandes bloques:

1) El del estatuto subjetivo de los entes locales y ordenaciones relacionadas, que puede subdividirse a
su vez en tres ámbitos: el de la organización y funcionamiento internos de los entes locales que sean
relevantes para la autonomía local; el régimen jurídico general de la Administración pública, y el de las
haciendas locales.
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TEMA	7.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(I).	DISPOSICIONES	GENERALES.	OBJETO	Y

ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	INTERESADO	EN	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO
Y	REPRESENTACIÓN.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS	EN	SUS	RELACIONES	CON	LAS
AA.PP.	DERECHO	Y	OBLIGACIÓN	DE	RELACIONARSE	ELECTRÓNICAMENTE	CON
LAS	AA.PP.	REGISTROS.	ARCHIVO	DE	DOCUMENTOS.	VALIDEZ	Y	EFICACIA	DE
LAS	COPIAS	REALIZADAS	POR	LAS	AA.PP.	DOCUMENTOS	APORTADOS	POR	LOS
INTERESADOS	AL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO.	TÉRMINOS	Y	PLAZOS.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- CONTENIDO Y ESTRUCTURA

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley se estructura en siete títulos, con el siguiente contenido:

• TÍTULO PRELIMINAR.- El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y
subjetivo de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con
carácter básico, de los principios que informan el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad
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TEMA	8.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(II).	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	MOTIVA‐
CIÓN.	EFECTOS.	NOTIFICACIÓN.	NULIDAD	DE	PLENO	DERECHO.	ANULABILIDAD.
PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	DERECHOS	DE	LOS	INTERESADOS	EN	EL
PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	Y	ORDENACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO.

1.‐	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

Motivación.- Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.

b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos,
recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.

c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos
consultivos.

d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de
medidas provisionales.

e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de
actuaciones complementarias.

f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.

g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo
por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la Administración en procedi-
mientos iniciados de oficio.

h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que
resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.

i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en
virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva
se realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo,
en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte.

Efectos.- Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos
y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.
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TEMA	9.‐	LA	LEY	39/2015,	DE	1	DE	OCTUBRE,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRA‐
TIVO	COMÚN	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(III).	LOS	RECURSOS	ADMI‐
NISTRATIVOS:	PRINCIPIOS	GENERALES.	RECURSO	DE	ALZADA:	OBJETO	Y.	RECUR‐
SO	POTESTATIVO	DE	REPOSICIÓN:	OBJETO	Y	NATURALEZA	Y	PLAZOS.	RECURSO

EXTRAORDINARIO	DE	REVISIÓN:	OBJETO	Y	PLAZOS	Y	RESOLUCIÓN.

1.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS

Un recurso administrativo puede definirse como la impugnación de un acto administrativo ante un órgano
de este carácter. Así, los recursos administrativos son actos del ciudadano mediante los que éste pide a la
propia Administración la revocación o reforma de un acto administrativo (o de una disposición de carácter
general de rango inferior a la Ley), en base a un título jurídico específico.

Junto a esta definición inicial de los recursos administrativos hay que recoger la existencia en nuestro
sistema jurídico de un doble sistema de recursos, que reconoce a los destinatarios de los actos administrati-
vos la posibilidad de impugnarlos ante la propia Administración que los dictó o ante los Tribunales de
Justicia, en este caso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Duplicidad de recursos, administrativos
y jurisdiccionales, que constituyen en principio una doble garantía para los ciudadanos y que generalmente
no tiene carácter alternativo sino acumulativo o sucesivo: el acto o disposición, unas veces puede otras debe,
ser impugnado primero ante la propia Administración que lo dictó y sólo después, desestimada expresa o
tácitamente aquella primera impugnación, puede plantearse una segunda ante los Tribunales contencio-
so-administrativos.

Así pues, los rasgos fundamentales de los recursos administrativos y que caracterizan en nuestro ordena-
miento el sistema de recursos, son:

-Tienen una finalidad impugnatoria de actos o disposiciones que se estimen contrarios a derecho.

-Cumplen un papel de garantía de los ciudadanos frente a la Administración.

-Están concebidos como trámite previo, unas veces potestativo, otras preceptivo o previo de la impugna-
ción ante los  Tribunales contencioso-administrativos".

2.‐	PRINCIPIOS	GENERALES

Objeto y clases.- Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirecta-
mente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen
indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los intere-
sados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos
de nulidad o anulabilidad previstos en esta Ley. La oposición a los restantes actos de trámite podrá
alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.
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TEMA	10.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2018,	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES	Y
GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES.	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.

PRINCIPIOS	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.
GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES.

INTRODUCCIÓN

El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circula-
ción de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de
Datos: RGPD), se encuadra en la reforma normativa realizada por la Unión Europea con el objetivo de
garantizar unos estándares de protección de datos elevada y adaptada a la realidad digital del mundo actual.

Este Reglamento, que deroga la Directiva 95/46/CE, fue aprobado por el Parlamento Europeo en abril y
entró en vigor 20 días después de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, el 4 de mayo de
2016. Su ámbito de aplicación se extiende a todos los países miembros de la Unión Europea y se aplicará
directamente en todos ellos a partir del 25 de mayo de 2018.

El Reglamento impone un nuevo marco normativo al conjunto de países europeos, otorgando un mayor
grado de control a los ciudadanos sobre su información privada e imponiendo cambios radicales para las
empresas, que deben empezar a adaptar sus protocolos y estructuras a la nueva regulación.

El nuevo Reglamento ha ampliado notablemente su ámbito de aplicación territorial. No se restringe única-
mente al espacio europeo, sino que es igualmente obligatorio para las empresas responsables o encargadas
del tratamiento de datos no establecidas en la Unión Europea, siempre que ofrezcan bienes o servicios a
ciudadanos que sí sean residentes o controlen el comportamiento de éstos en dicho territorio.

En el ámbito actual de la economía digital, los datos personales han adquirido una enorme relevancia
económica, en particular en el área del Big Data. Ello tiene además directas consecuencias en el derecho a
la privacidad de los ciudadanos. En consecuencia, la nueva norma se basa en los siguientes principios:

1.- Un continente, una norma.- La nueva normativa establece un único conjunto de normas aplicable en
el conjunto de la Unión Europea.

2.- Ventanilla única.- Los empresarios solo tendrán que relacionarse con un único supervisor en Europa,
lo que se estima representará un ahorro de 2.300 millones de euros al año.

3.- Europa se rige por la normativa europea.- Las empresas radicadas fuera de la Unión deberán aplicar
las mismas reglas cuando ofrezcan sus servicios en la Unión Europea.

4.- Consideración de los riesgos específicos.- Las nuevas normas evitarán pesadas obligaciones genéricas
sobre el tratamiento de datos, adaptándolas apropiadamente a sus respectivos factores de riesgo.
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TEMA	11.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	OBJE‐
TO,	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN	Y	PRINCIPIOS	GENERALES.	ÓRGANOS	ADMINISTRA‐
TIVOS.	COMPETENCIA:	DELEGACIÓN	Y	AVOCACIÓN,	ENCOMIENDA	DE	GESTIÓN,

DELEGACIÓN	DE	FIRMA	Y	SUPLENCIA.	ÓRGANOS	COLEGIADOS:	FUNCIONAMIENTO.
ABSTENCIÓN	Y	RECUSACIÓN.	PRINCIPIOS	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA.

PRINCIPIOS	DE	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015, de 1 de octubre, se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada
en vigor se produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Su estructura es la siguiente:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios
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TEMA	12.‐	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLI‐
CA	Y	BUEN	GOBIERNO.	OBJETO	Y	ÁMBITO	SUBJETIVO	DE	APLICACIÓN.	PUBLICI‐
DAD	ACTIVA:	PRINCIPIOS	GENERALES;	INFORMACIÓN	INSTITUCIONAL,	ORGANI‐
ZATIVA	Y	DE	PLANIFICACIÓN;	E	INFORMACIÓN	ECONÓMICA,	PRESUPUESTARIA	Y
ESTADÍSTICA.	DERECHO	DE	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA:	RÉGIMEN

GENERAL,	EJERCICIO	DEL	DERECHO	Y	FORMALIZACIÓN	DEL	ACCESO.

1.‐	LA	LEY	DE	TRANSPARENCIA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno deben ser los ejes
fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los responsables públicos se somete a
escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo se
manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones podremos hablar del inicio
de un proceso en el que los poderes públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente
y que demanda participación de los poderes públicos.

Los países con mayores niveles en materia de transparencia y normas de buen gobierno cuentan con institu-
ciones más fuertes, que favorecen el crecimiento económico y el desarrollo social. En estos países, los
ciudadanos pueden juzgar mejor y con más criterio la capacidad de sus responsables públicos y decidir en
consecuencia. Permitiendo una mejor fiscalización de la actividad pública se contribuye a la necesaria
regeneración democrática, se promueve la eficiencia y eficacia del Estado y se favorece el crecimiento
económico.

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, tiene
un triple alcance: incrementa y refuerza la transparencia en la actividad pública –que se articula a través de
obligaciones de publicidad activa para todas las Administraciones y entidades públicas–, reconoce y garanti-
za el acceso a la información –regulado como un derecho de amplio ámbito subjetivo y objetivo– y establece
las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias
jurídicas derivadas de su incumplimiento –lo que se convierte en una exigencia de responsabilidad para
todos los que desarrollan actividades de relevancia pública–.

En estas tres vertientes, la Ley supone un importante avance en la materia y establece unos estándares
homologables al del resto de democracias consolidadas. En definitiva, constituye un paso fundamental y
necesario que se verá acompañado en el futuro con el impulso y adhesión por parte del Estado tanto a
iniciativas multilaterales en este ámbito como con la firma de los instrumentos internacionales ya existentes
en esta materia.

Por otra parte, la propia Ley declara que tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia de la actividad
pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad y establecer
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TEMA	13.‐	LA	LEY	9/201,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	OBJETO	Y
FINALIDAD.	DELIMITACIÓN	DE	LOS	TIPOS	CONTRACTUALES.	CONTRATOS

SUJETOS	A	UNA	REGULACIÓN	ARMONIZADA.	CONTRATOS
ADMINISTRATIVOS	Y	CONTRATOS	PRIVADOS.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:
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TEMA	14.‐	ORGANIZACIÓN	Y	FUNCIONAMIENTO	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	SEVILLA.
EL	ALCALDE:	FUNCIONES	Y	COMPETENCIAS	SUSCEPTIBLES	DE	DELEGACIÓN.
LOS	TENIENTES	DE	ALCALDE.	ÁREAS	Y	DELEGACIONES	DEL	AYUNTAMIENTO
DE	SEVILLA.	LA	JUNTA	DE	GOBIERNO	LOCAL:	COMPETENCIAS	Y	POSIBILIDAD
DE	DELEGACIÓN.	LA	DIVISIÓN	TERRITORIAL	DE	SEVILLA:	LOS	DISTRITOS	Y

LAS	JUNTAS	MUNICIPALES	DE	DISTRITO.	LA	ADMINISTRACIÓN	INSTRUMENTAL
DEL	AYUNTAMIENTO	DE	SEVILLA.	ORGANISMOS	AUTÓNOMOS.	ENTIDADES	

PÚBLICAS	EMPRESARIALES	Y	EMPRESAS	PÚBLICAS.

1.‐	REGULACIÓN	GENERAL	DE	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL

La regulación general de la organización municipal está contenida en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regulado-
ra de las Bases del Régimen Local, en los siguientes términos.

El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en
régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales. Los
Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es elegido por
los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral general.

El régimen de organización de los municipios de gran población se ajustará a lo dispuesto en el Título X
LBRL. En lo no previsto por dicho Título, será de aplicación el régimen común regulado en los apartados
siguientes.

1.1.- REGLAS GENERALES DE LA ORGANIZACIÓN MUNICIPAL

La legislación de régimen local prevé una organización municipal de régimen común y otra específica de
municipios de gran población, que en lo no previsto para éstos se aplicarán las normas de régimen común.

La organización municipal de régimen común responde a las siguientes reglas:

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.

b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes
y en los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayunta-
miento.

c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno
Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que
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TEMA	15.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES	(I).
NORMATIVA	APLICABLE	A	LOS	FUNCIONARIOS	LOCALES.	NORMATIVA	APLICABLE

AL	PERSONAL	LABORAL.	CONCEPTO	Y	CLASES	DE	EMPLEADOS	PÚBLICOS.
DERECHOS	Y	DEBERES	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS.
SELECCIÓN	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS	LOCALES.

1.‐	NORMATIVA	APLICABLE	A	LOS	FUNCIONARIOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El art. 3 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, dispone sobre personal funcionario de las Entidades
Locales:

1.	El	personal	funcionario	de	las	entidades	locales	se	rige	por	la	legislación	estatal	que	resulte	de	aplicación,
de	la	que	forma	parte	este	Estatuto	y	por	la	legislación	de	las	comunidades	autónomas,	con	respeto	a	la
autonomía	local.

2.	Los	Cuerpos	de	Policía	Local	se	rigen	también	por	este	Estatuto	y	por	la	legislación	de	las	comunidades
autónomas,	excepto	en	lo	establecido	para	ellos	en	la	Ley	Orgánica	2/1986,	de	13	de	marzo,	de	Fuerzas	y
Cuerpos	de	Seguridad.

Por su parte el art. 92 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, dispone:

1.	Los	funcionarios	al	servicio	de	la	Administración	local	se	rigen,	en	lo	no	dispuesto	en	esta	Ley,	por	el
Estatuto	Básico	del	Empleado	Público,	por	la	restante	legislación	del	Estado	en	materia	de	función	pública,
así	como	por	la	legislación	de	las	Comunidades	Autónomas,	en	los	términos	del	artículo	149.1.18.ª	de	la
Constitución.

2.	Con	carácter	general,	los	puestos	de	trabajo	en	la	Administración	local	y	sus	Organismos	Autónomos
serán	desempeñados	por	personal	funcionario.

3.	Corresponde	exclusivamente	a	los	funcionarios	de	carrera	al	servicio	de	la	Administración	local	el	ejerci‐
cio	de	las	funciones	que	impliquen	la	participación	directa	o	indirecta	en	el	ejercicio	de	 las	potestades
públicas	o	en	la	salvaguardia	de	los	intereses	generales.	Igualmente	son	funciones	públicas,	cuyo	cumpli‐
miento	queda	reservado	a	funcionarios	de	carrera,	las	que	impliquen	ejercicio	de	autoridad,	y	en	general,
aquellas	que	en	desarrollo	de	la	presente	Ley,	se	reserven	a	los	funcionarios	para	la	mejor	garantía	de	la
objetividad,	imparcialidad	e	independencia	en	el	ejercicio	de	la	función.

Por último, el art. 3 de la Ley 5/2023, de 7 de junio, de la Función Pública de Andalucía, dispone sobre
personal con legislación específica:	1.	La	ley	es	también	de	aplicación	a:	[...]	d)	El	personal	al	servicio	de	las
Administraciones	locales	del	territorio	de	Andalucía	y	de	las	entidades	públicas	dependientes	de	las	mismas,	con
respeto	en	todo	caso	a	la	autonomía	local	y	a	la	legislación	básica	estatal	de	aplicación	directa	al	régimen
específico	de	la	función	pública	local.
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TEMA	16.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES	(II).
DERECHOS	RETRIBUTIVOS.	DERECHO	A	LA	NEGOCIACIÓN	COLECTIVA.	PROVISIÓN

DE	PUESTOS	DE	TRABAJO	Y	MOVILIDAD.	SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS
DE	LOS	FUNCIONARIOS	PÚBLICOS	Y	SU	POSIBLE	APLICACIÓN	AL

PERSONAL	LABORAL.	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.

1.‐	DERECHOS	RETRIBUTIVOS	DE	LOS	FUNCIONARIOS

Determinación de las cuantías y de los incrementos retributivos.- Según el EBEP, las cuantías de las retribu-
ciones básicas y el incremento de las cuantías globales de las retribuciones complementarias de los
funcionarios, así como el incremento de la masa salarial del personal laboral, deberán reflejarse para
cada ejercicio presupuestario en la correspondiente ley de presupuestos.

No podrán acordarse incrementos retributivos que globalmente supongan un incremento de la masa
salarial superior a los límites fijados anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para
el personal.

Retribuciones de los funcionarios.- Las retribuciones de los funcionarios de carrera se clasifican en básicas
y complementarias.

Las retribuciones básicas son las que retribuyen al funcionario según la adscripción de su cuerpo o escala
a un determinado Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no tenga
Subgrupo, y por su antigüedad en el mismo. Dentro de ellas están comprendidas los componentes de
sueldo y trienios de las pagas extraordinarias.

Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las características de los puestos de trabajo,
la carrera profesional o el desempeño, rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario.

Las pagas extraordinarias serán dos al año, cada una por el importe de una mensualidad de retribuciones
básicas y de la totalidad de las retribuciones complementarias, salvo aquéllas referidas al grado de
interés, iniciativa o esfuerzo con que el funcionario desempeña su trabajo y el rendimiento o resultados
obtenidos, y a los servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo.

No podrá percibirse participación en tributos o en cualquier otro ingreso de las Administraciones
Públicas como contraprestación de cualquier servicio, participación o premio en multas impuestas, aun
cuando estuviesen normativamente atribuidas a los servicios.

Retribuciones básicas.- Las retribuciones básicas, que se fijan en la Ley de Presupuestos Generales del
Estado, estarán integradas única y exclusivamente por:

a) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste
no tenga Subgrupo.
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TEMA	17.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES
Y	HOMBRES.	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	Y	LA
TUTELA	CONTRA	LA	DISCRIMINACIÓN.	LOS	PLANES	DE	IGUALDAD	DE	LAS	EMPRE‐
SAS	Y	OTRAS	MEDIDAS	DE	PROMOCIÓN	DE	LA	IGUALDAD.	CRITERIOS	DE	ACTUA‐
CIÓN	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	PRINCIPALES	MEDIDAS	CONTEM‐

PLADAS	EN	EL	PLAN	PARA	LA	IGUALDAD	DE	OPORTUNIDADES	DEL	AYUNTAMIEN‐
TO	DE	SEVILLA.	LA	LEY	ORGÁNICA	1/2004,	DE	MEDIDAS	DE	PROTECCIÓN	INTE‐
GRAL	CONTRA	LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.	OBJETO	Y	PRINCIPIOS	RECTORES.	DE‐
RECHOS	DE	LAS	MUJERES	VÍCTIMAS	DE	VIOLENCIA	DE	GÉNERO	A	LA	INFORMA‐

CIÓN,	A	LA	ASISTENCIA	SOCIAL	INTEGRADA	Y	A	LA	ASISTENCIA	JURÍDICA
GRATUITA.	DERECHOS	DE	LAS	FUNCIONARIAS	PÚBLICAS.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	IGUALDAD

1.1.- ESTRUCTURA DE LA LEY

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, presenta la
siguiente estructura y contenido:

• TÍTULO PRELIMINAR. Objeto y ámbito de la Ley
• TÍTULO I. El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación
• TÍTULO II. Políticas públicas para la igualdad

CAPÍTULO I. Principios generales
CAPÍTULO II. Acción administrativa para la igualdad

• TÍTULO III. Igualdad y medios de comunicación
• TÍTULO IV. El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades

CAPÍTULO I. Igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral
CAPÍTULO II. Igualdad y conciliación
CAPÍTULO III. Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la igualdad
CAPÍTULO IV. Distintivo empresarial en materia de igualdad

• TÍTULO V. El principio de igualdad en el empleo público

CAPÍTULO I. Criterios de actuación de las Administraciones públicas
CAPÍTULO II. El principio de presencia equilibrada en la AGE y en los organismos públicos vinculados
o dependientes de ella
CAPÍTULO III. Medidas de Igualdad en el empleo para la AGE
CAPÍTULO IV. Fuerzas Armadas
CAPÍTULO V. Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado
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TEMA	18.‐	EL	PRESUPUESTO	MUNICIPAL	SEGÚN	LA	LEY	REGULADORA	DE	HACIEN‐
DAS	LOCALES:	CONTENIDO	Y	APROBACIÓN.	LA	EJECUCIÓN	DEL	PRESUPUESTO.

1.‐	INTRODUCCIÓN

En el lenguaje cotidiano, un presupuesto es el cómputo anticipado del coste de una obra o inversión, o de los
gastos e ingresos de una institución pública o privada.

En el ámbito administrativo, el presupuesto constituye la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los
derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman
parte de un sector público determinado: Estado, Comunidad Autónoma, Corporación Local, Ente Público,
Universidad Pública...

El presupuesto público persigue reflejar los gastos y los ingresos previstos para un ámbito determinado del
Sector Público en un período de tiempo determinado. Esto significa que mide, habitualmente para el interva-
lo de un año, los créditos que como máximo se destinarán a las distintas partidas de gastos, así como las
previsiones de recaudación y la estimación de los fondos provenientes de otras fuentes de ingresos. El
presupuesto público constituye, asimismo, un documento político que recoge la declaración de intenciones
de un gobierno cuantificada monetariamente para un ejercicio anual. El presupuesto público, por tanto,
sintetiza desde la perspectiva económica y financiera el plan de actuación que presidirá la gestión pública
y, en este sentido, deberá responder a las siguientes cuestiones:

• Qué hacer: qué políticas se van a llevar a cabo.

• Quién puede gastar y hasta qué límite: clasificación orgánica del gasto.

• Para qué se hará el gasto: clasificación funcional y por programas del presupuesto.

• Cómo se hará el gasto: clasificación económica del gasto público.

• Cómo se va a recaudar y conseguir los ingresos necesarios: clasificación económica de los ingresos
necesarios.

Las características fundamentales, por tanto, de la institución presupuestaria son las siguientes:

-El carácter jurídico del documento presupuestario: el presupuesto es una previsión normativa que ha
de ser aprobada por el Parlamento (u órgano competente en otra Administración Pública) y es obligato-
ria para el órgano de gobierno. Resulta, en consecuencia, de necesario cumplimiento para el Gobierno
y la Administración, lo cual es especialmente relevante para el caso de los gastos previstos, ya que estos
establecen el límite máximo que pueden realizarse, mientras que en los ingresos se trata de una simple
previsión.
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